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SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 8 de abril de 2021. 

Acude a este foro apelativo intermedio el señor Benny Francisco 

Figueroa Lugo (peticionario).  Solicita la revisión de la Resolución emitida el 

1 de diciembre de 2020 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior 

de Bayamón.  En dicho dictamen, el foro primario anotó rebeldía al 

peticionario.  

La señora Diana Suleny Piedrahita Castaño (recurrida) ha 

comparecido a oponerse a la expedición del auto solicitado.   

Luego de examinar los escritos de las partes, de conformidad con el 

marco jurídico vigente, expedimos la petición de título para revocar la 

determinación del foro primario.  

I. 

Los hechos que propician el recurso ante nos se originan el 15 de 

septiembre de 2020, ocasión en que la recurrida, instó contra el peticionario 

una demanda sobre patria potestad, custodia, relaciones paternofiliales y 

alimentos.  Ello, en beneficio del menor AFP producto de la relación afectiva 
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que sostuvieron las partes de epígrafe.  En la demanda, la recurrida indicó 

la dirección postal del peticionario, a saber, 1503 Ave. Ashford, Cond. Las 

Olas Apt. 3-B, San Juan, PR 00911 y que, la residencial es Urbanización 

Mansiones Reales, A-13 Calle Príncipe de Asturias, Guaynabo, PR 00969.  

El 16 de septiembre de 2020, la Secretaría del TPI expidió el emplazamiento 

del señor Figueroa Lugo.  En este, fue incluida la dirección postal del 

peticionario.  

Subsiguientemente, el 18 de septiembre de 2020, la señora Piedrahita 

Castaño presentó una Moción en Solicitud de Nuevo Emplazamiento.  Esto, 

porque al presentar el proyecto para solicitar el emplazamiento del señor 

Figueroa Lugo incluyó la dirección postal, más no su dirección residencial.  

A tenor con lo solicitado, el 21 de septiembre de 2020, el foro primario 

expresó «expídase el emplazamiento con la dirección correcta de la parte 

demandada».  Como resultado de esa determinación, el 24 de septiembre de 

2020, la Secretaría del TPI expidió el emplazamiento a la dirección 

residencial del peticionario.   

El 5 de octubre de 2020, el alguacil núm. 216 diligenció 

personalmente el emplazamiento a la dirección Urb. Mansiones Reales 

Calle Príncipe de Asturias A.13, Guaynabo, PR.  Igualmente, fue citado y 

notificado a comparecer vía video conferencia ante la Examinadora de 

Pensiones Alimentarias (EPA).  El 21 de octubre de 2020, la señora 

Piedrahita Castaño presentó un escrito titulado Moción Informativa y en 

Solicitud de Remedio.  En este, expresó que el peticionario no había estado 

presente durante la vista de la EPA aun cuando había sido notificado 

personalmente.  Además, reiteró que las direcciones postal y residencial 

expresadas en la demanda eran las del señor Figueroa Lugo.  Señaló que el 

correo enviado a la dirección postal del peticionario fue recibido devuelto 

porque había sido rechazado.  Ante ello, requirió al foro primario que 

hiciere las notificaciones a la dirección postal 1503 Ave. Ashford, Cond. Las 
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Olas Apt. 3-B, San Juan, Puerto Rico 00911; así como también, a la 

dirección residencial Urbanización Mansiones Reales, A-13 Calle Príncipe 

de Asturias, Guaynabo, PR 00969.  Ese día, la EPA emitió un Acta de la 

vista sobre fijación de pensión alimentaria.  En ella, consignó «[e]n el presente 

caso, la licenciada Alonso informó que el promovido es abogado de profesión y fue 

emplazado por conducto de los alguaciles. Al momento no hay comunicación con el 

señor Figueroa y toda la correspondencia le ha sido devuelta a la licenciada Alonso».  

Eventualmente, el 26 de octubre de 2020 el TPI resolvió mediante 

Resolución «[c]omo se pide» en cuanto a la Moción Informativa y en Solicitud 

de Remedio interpuesta por la recurrida.  Dicha determinación fue notificada 

a la dirección postal y residencial del peticionario.  El 2 de noviembre de 

2020, el señor Figueroa Lugo compareció por derecho propio ante el foro 

primario mediante una Moción.  Manifestó que se encontraba buscando un 

representante legal, y que, solicitaba un término de treinta (30) días para 

presentar su alegación responsiva.  En su manuscrito, informó un número 

de teléfono y dirección, a saber, Cond. Las Olas 3-B 1503, Avenida Ashford, 

San Juan, PR 00911.  

El 2 de noviembre de 2020, el foro primario concedió una prórroga 

de veinte (20) días.  La Secretaría del TPI notificó la precedida 

determinación solamente a la dirección postal del peticionario.  Esto es, 

1503 Ave. Ashford Cond. Las Olas Apt. 3-B San Juan, Puerto Rico 00911.  

Posteriormente, el servicio postal federal devolvió la mencionada 

notificación con un matasellos que expresaba «Return to Sender / 

Insufficient Address / Unable to Forward». 

El 17 de noviembre de 2020, la señora Piedrahita Castaño presentó 

una Moción en Solicitud de Órdenes, esencialmente dirigida a cierto 

descubrimiento de prueba.  Asimismo, interpuso una Segunda Moción 

Informativa y en Solicitud de Remedio en Cuanto a la Dirección Postal del 

Demandado.  Informó que se percató al revisar el expediente electrónico del 
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caso que la notificación con fecha de 12 noviembre de 2020 relacionada al 

señor Figueroa Lugo fue notificada devuelta. Pidió que las comunicaciones 

remitidas al peticionario fueren realizadas a la dirección postal y residencial 

provistas en la demanda.   

Ulteriormente, el 29 de noviembre de 2020, la recurrida instó una 

Moción en Solicitud de Remedios.  Indicó que habían transcurrido los veinte 

(20) días adicionales para contestar la demanda, por lo que, solicitaba la 

intervención del foro primario para que determinara lo que correspondía 

en derecho. El 27 de noviembre de 2020, el TPI atendió mediante Resolución 

la moción de la señora Piedrahita Castaño.  En ésta, ordenó a la Secretaría 

que notificara al peticionario a la dirección informada.  Dicha notificación 

fue dirigida solamente a la dirección postal del señor Figueroa Lugo que es 

1503 Ave. Ashford, Cond. Las Olas Apt. 3B, San Juan, Puerto Rico, 00911. 

No surge que dicha notificación haya sido devuelta. 

Posteriormente y en cuanto a la solicitud de remedios presentada 

por la recurrida, el 1 de diciembre de 2020, el TPI determinó anotarle la 

rebeldía al peticionario.  De igual forma, el foro primario emitió Orden de 

Señalamiento de Vista Mediante Videoconferencia para pautar una audiencia 

sobre privación de patria potestad y custodia.  El 11 de enero de 2021, el 

señor Figueroa Lugo compareció a través de una Moción Asumiendo 

Representación Legal y Órdenes Protectoras.  Indicó, entre otros asuntos, que 

en todo momento su interés había sido defenderse y proteger los derechos 

de su hijo.  El 13 de enero de 2021, el foro primario autorizó la 

representación legal anunciada por el peticionario y en cuanto a los 

remedios solicitados lo refirió a las determinaciones previas del Tribunal, 

en la que se encuentra incluida la anotación de rebeldía.   

Inconforme con la determinación del TPI, el 19 de enero de 2021, el 

señor Figueroa Lugo presentó Moción Solicitando se Levante la Rebeldía.  En 

su escrito, fundamentó las razones por las que entendía procedía levantarle 
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la rebeldía e informó que ya contaba con el proyecto de contestación de 

demanda y que estaría en condiciones de presentarlo una vez el foro 

primario se lo permitiera.  Al día siguiente, el TPI concedió a la recurrida 

un término para que replicara.  El 22 de enero de 2021, la señora Piedrahita 

Castaño así lo hizo.  Ese día, el foro primario resolvió declarar No Ha Lugar 

la solicitud para que se levantara la anotación de rebeldía.   

El 24 de enero de 2021, el peticionario interpuso una Moción en Torno 

a Señalamiento de Vista de Privación de Patria Potestad, que fue acogida como 

una solicitud de reconsideración.  El TPI concedió a la parte recurrida 

término para fijar su posición. También, dejó sin efecto la vista sobre 

privación de patria potestad y custodia.  El 9 de febrero de 2021, la señora 

Piedrahita Castaño informó su posición respecto a la moción que fue 

acogida como una reconsideración. En lo específico, expresó que la 

anotación de rebeldía fue el mecanismo apropiado y que, en efecto, no había 

solicitado la privación de la patria potestad. El 10 de febrero de 2021, el foro 

primario declaró No Ha Lugar la solicitud acogida como una 

reconsideración.  El 16 de febrero de 2021, el TPI emitió Orden de 

Señalamiento de Vista mediante Videoconferencia a celebrarse el 8 de abril de 

2021 a las 2:00 PM.  Posteriormente, hubo varios sucesos interlocutorios 

sobre ese asunto que fueron atendidos por el foro primario.   

Ahora bien, el 10 de marzo de 2021, el peticionario compareció ante 

esta Curia apelativa señalando que el TPI incidió: 

PRIMERO: erró el TPI al declarar No Ha Lugar la moción de 
reconsideración del recurrente solicitando levantar la rebeldía 
estando este incapacitado por el seguro social sin salvaguardar sus 
derechos como persona incapaz consagrados en las Reglas de 
Procedimiento Civil, leyes especiales  y la Constitución; y bajo las 
condiciones extremas de la pandemia sin tomar las providencias y 
cautelas para asegurarle el debido proceso de ley al recurrente 
incapacitado, ante el cierre gubernamental, órdenes ejecutivas y 
receso navideño y siendo la rebeldía el castigo último ante una 
situación como la de autos. 

 

SEGUNDO: erró el honorable TPI al declarar No Ha Lugar la 
moción de reconsideración del recurrente y mantener la anotación 
de rebeldía al recurrente aun cuando la misma recurrida en sus 
escritos advierte al TPI que las notificaciones al recurrente no le 
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estaban llegando y el TPI tiene en su récord el hecho de la 
devolución de órdenes y notificaciones.   

 

TERCERO: erró el honorable TPI al declarar No Ha Lugar la 
moción de reconsideración del recurrente y mantener la naturaleza 
de una vista en rebeldía para privación de patria potestad al 
recurrente cuando la recurrida jamás lo alegó o solicitó en la 
demanda y el TPI no tiene ante sí hechos o causales que puedan dar 
base a la PPP y por el contrario suplica la recurrida solicita que la 
patria potestad sea compartida. 

 

Con la comparecencia de la recurrida, damos por perfeccionado el 

recurso y procedemos a detallar el marco jurídico aplicable al asunto de 

título.   

II.   

-A-  

El vehículo procesal de certiorari permite a un tribunal de mayor 

jerarquía a revisar discrecionalmente las órdenes o resoluciones 

interlocutorias emitidas por una corte de inferior instancia judicial.  880 

Ponce de León Corp. v. American International Insurance, 2020 TSPR 104, 

205 DPR _____ (2020); IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 

(2012).  La determinación de expedir o denegar este tipo de recursos se 

encuentra enmarcada dentro de la discreción judicial.  Íd.  De ordinario, la 

discreción consiste en “una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera”. Medina 

Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 729 (2014); Negrón v. Srio. 

de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001).  Empero, el ejercicio de la discreción 

concedida “no implica la potestad de actuar arbitrariamente, en una u otra 

forma, haciendo abstracción del resto del derecho.” Íd. 

Ahora bien, en los procesos civiles, la expedición de un auto de 

certiorari se encuentra delimitada a las instancias y excepciones contenidas 

en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1.  Scotiabank 

v. ZAF Corp, 202 DPR 478 (2019).  La mencionada Regla regula que solo se 

expedirá un recurso de certiorari cuando “se recurra de una resolución u 

orden bajo remedios provisionales de la Regla 56, injunctions de la Regla 57 
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o de la denegatoria de una moción de carácter dispositivo.” 880 Ponce de 

León Corp. v. American International Insurance, supra.   

Asimismo, y a manera de excepción, se podrá expedir este auto 

discrecional cuando: 

(1) se recurra de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 
hechos o peritos esenciales,  
 

(2) en asuntos relacionados a privilegios evidenciarios,  

 
(3) en casos de anotaciones de rebeldía,  

 
(4) en casos de familia,  

 
(5) en casos revestidos de interés público o  

 
(6) en cualquier situación en la que esperar a una apelación 

constituiría un fracaso irremediable de la justicia.” Íd.  

  

De otro lado, el examen de estos autos discrecionales no se da en el 

vacío o en ausencia de otros parámetros. 880 Ponce de León Corp. v. 

American International Insurance, supra; IG Builders et al. v. BBVAPR, 

supra.  Para ello, la Regla 40 de nuestro Reglamento establece ciertos 

indicadores a tomar en consideración al evaluar si se debe o no expedir un 

recurso de certiorari.  Estos son: 

(A) si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 
diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho. 
 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada para el 
análisis del problema. 

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto 

en la apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera 
Instancia. 

 
(D) Si el asunto planteado exige una consideración más detenida a 

la luz de los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o 
de alegatos más elaborados. 

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la 

más propicia para su consideración. 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  

 

Los criterios previamente transcritos pautan el ejercicio sabio y 

prudente de la facultad discrecional judicial. Mun. Aut. De Caguas v. JRO 

Construction, 201 DPR 703, 712 (2019).  La delimitación que imponen estas 

disposiciones reglamentarias tiene “como propósito evitar la dilación que 
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causaría la revisión judicial de controversias que pueden esperar a ser 

planteadas a través del recurso de apelación.” Scotiabank v. ZAF Corp., 

supra, págs. 486-487; Mun. Autónomo de Caguas v. JRO Construction, 

supra. 

-B- 

De otro lado, el debido proceso de ley se refiere al “derecho de toda 

persona a tener un proceso justo con todas las debidas garantías que ofrece 

la ley, tanto, en el ámbito judicial como en el administrativo.” Gautier Vega 

v. Comisión Estatal de Elecciones, 2020 TSPR 131, 205 DPR _____ (2020); 

Aut. Puertos v. HEO, 186 417, 428 (2012).  Este enunciado constitucional 

opera en dos modalidades distintas, a saber, una sustantiva y otra procesal.  

Gautier Vega v. Comisión Estatal de Elecciones, supra. 

Bajo el crisol doctrinario, la modalidad sustantiva, “persigue 

proteger y salvaguardar los derechos fundamentales de la persona.” U. Ind. 

Emp. A.E.P. v. A.E.P., 146 DPR 611, 616 (1998); Rodríguez Rodríguez v. 

E.L.A., 130 DPR 562 (1992).  En cambio, la dimensión procesal, “le impone 

al Estado la obligación de garantizar que la interferencia con los intereses 

de libertad y de propiedad del individuo se haga a través de un 

procedimiento justo y equitativo.” Íd. Específicamente, la vertiente procesal 

exige el cumplimiento de las garantías siguientes: la concesión de una vista; 

una notificación oportuna y adecuada; el derecho a ser oído; el derecho a 

confrontarse con los testigos; a presentar prueba oral y escrita en su favor 

y, la presencia de un adjudicador imparcial.  López y Otros v. Asoc. De 

Taxis de Cayey, 142 DPR 109, 113 (1996); Henríquez v. Consejo de 

Educación Superior, 120 DPR 194, 202 (1987).    

Como corolario del debido proceso de ley, la exigencia preceptuada 

sobre la notificación responde a que es parte integral de la actuación jurídica 

que redunda en que los dictámenes emitidos por un foro judicial surtan 

efectos jurídicos. Banco Popular v. Andino Solís, 192 DPR 172 (2015).  De 
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acuerdo con la casuística puertorriqueña, uno de los requisitos mínimos a 

satisfacerse en todo proceso adversativo lo es la notificación adecuada del 

proceso. Hernández v. Secretario, 164 DPR 390, 395-396 (2005).  El deber de 

notificar a las partes de forma adecuada no constituye un mero requisito, 

sino que ello incide sobre los procedimientos posteriores al dictamen 

referido.  Dávila Pollock et als. v. R.F. Mortagage, 182 DPR 86, 94 (2011).   

Por tanto, para que todo proceso cumpla con la acepción procesal del 

debido proceso de ley, el Alto Foro ha “establecido varios requisitos entre 

los que se encuentra como primero -por ser de orden lógico- una 

notificación adecuada del proceso.” Picorelli López v. Depto. de Hacienda, 

179 DPR 720, 736 (2010).  Sobre ese aspecto, la dimensión procesal del 

debido proceso de ley, “requiere, como regla general, la notificación o 

citación real y efectiva, ajustada a los preceptos estatutarios aplicables.” 

Asoc. Residentes v. Montebello Dev. Corp., 138 DPR 412, 421 (1995). 

En los procesos civiles, encontramos que la Regla 67.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 67.2 regula la forma de hacer la 

notificación.  Esa Regla expresa como sigue: 

Siempre que una parte haya comparecido representada por 
abogado o abogada, la notificación será efectuada al abogado o 
abogada, a menos que el tribunal ordene que la notificación se 
efectúe a la parte misma.  La notificación al abogado o abogada o a 
la parte se efectuará entregándole copia o remitiéndola por correo, 
fax o medio electrónico a la última dirección que se haya 
consignado en el expediente por la parte que se autorepresenta o a 
la dirección del abogado o abogada que surge del registro del 
Tribunal Supremo para recibir notificaciones, en cumplimiento con 
la Regla 9 de este apéndice.  Si la dirección se desconoce, se 
notificará de ello al tribunal con copia del escrito de que se trate. 

 

Entregar una copia conforme a esta regla significa ponerla en 
manos del abogado o abogada o de la parte, o dejarla en su oficina 
en poder de su secretario(a) o de otra persona a cargo de ésta.  De 
no haber alguien encargado de la oficina, puede dejarla en algún 
sitio conspicuo de la misma, o si la oficina está cerrada o la persona 
a ser notificada no tiene oficina, dejándola en su domicilio o 
residencia habitual en poder de alguna persona que no sea menor 
de 18 años que resida allí.  La notificación por correo quedará 
perfeccionada al ser depositada en el correo o al ser enviada vía 
fax o por correo electrónico.  
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Ahora bien, existen ocasiones en las que “el servicio postal devuelve 

las notificaciones cursadas a las partes.”  Román Ortíz v. OGPe, 2020 TSPR 

18, 203 DPR _____ (2020).  Lo anterior, abre una ventana de obstáculos para 

el ejercicio de los derechos de las partes, incluyendo su derecho a procurar 

la revisión de un dictamen adverso.” Íd.; Vélez Seguinot v. AAA, 164 DPR 

772, 789 (2005).  Por tanto, ante controversias de esa índole, el Máximo Foro 

“se ha rehusado catalogar como suficiente una notificación devuelta por el 

mero hecho de que fue enviada conforme a los mecanismos autorizados por 

la ley o el reglamento aplicable.  Como se conoce, existen contextos en que 

el cumplimiento con estos requisitos estatutarios no alcanza las exigencias 

constitucionales del debido proceso de ley.” Román Ortíz v. OGPe, supra. 

La norma imperante lejos de aplicar un análisis autómata, ha puesto 

especial atención en examinar las circunstancias en que fue devuelta la 

notificación. Íd.  En Rivera v. Jaume, 157 DPR 562 (2020), el Alto Foro 

atendió una controversia relacionada a una notificación devuelta con la 

anotación de no reclamada -unclaimed-.  En esa ocasión, el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico, reconoció una distinción entre las notificaciones 

devueltas por ser rechazadas -refused- por el destinatario y aquellas no 

reclamadas -unclaimed-. Rivera v. Jaume, supra, pág. 581-582.  El primer 

supuesto implica, la acción deliberada y expresa del destinatario de no 

aceptar la correspondencia cursada, a pesar de que fue puesta a su alcance.  

Empero, la que es devuelta por no ser reclamada exige otro proceder, 

puesto pueden ocurrir diversas razones, algunas ajenas a la voluntad del 

destinatario.  A modo ejemplificativo, el foro adjudicativo anotó su 

dirección de forma incorrecta.  Román Ortíz v. OGPe, supra; Rivera v. 

Jaume, supra. 

A la luz de lo anterior, el Máximo Foro, exige a los foros 

correspondientes “a no conformarse con meramente constatar la 

devolución de una notificación, sino a salvaguardar el debido proceso de 
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ley e inquirir, cuando menos, si la dirección provista pertenece o perteneció 

a la parte con derecho a ser notificada.” Román Ortíz v. OGPe, supra; Rivera 

v. Jaume, supra, págs. 582-583.  De ahí que la corrección de la dirección de 

envío constituya otro factor a auscultar, pues no basta con notificar “[a] 

cualquier dirección, sino, obviamente, a la dirección correcta.” Román Ortíz 

v. OGPe, supra; Ortiz v. A.R.Pe., 146 DPR 720, 724 (1998). 

Es menester hacer mención que, desde Rodríguez v. Nasrallah, 118 

DPR 93 (1986), el Tribunal Supremo de Puerto Rico adoptó el criterio federal 

de la dirección razonablemente calculada.  Esto, “para examinar si, a la luz de 

la información conocida por el remitente, la dirección de envío fue 

adecuada cuando ésta se desconoce o se pone en duda.” Román Ortíz v. 

OGPe, supra; Rodríguez v. Nasrallah, supra, págs. 101-102.  Igualmente, el 

Alto Foro, “ha intimado la necesidad de examinar las gestiones, si algunas, 

hechas por el remitente para intentar re-notificar el documento devuelto.  

Asimismo, y a manera de ejemplo, en R & G v. Sustache, 163 DPR 491 (2004) 

(SENTENCIA), la Máxima Curia Judicial resolvió “que para un remitente 

no constituye ningún esfuerzo extraordinario -sino un mínimo de 

diligencia- reenviar el documento devuelto a otra dirección postal que 

obraba en sus expedientes.” Román Ortíz v. OGPe, supra; R & G v. 

Sustache, supra, págs. 505-506. 

En esa vertiente, en Vendrell López v. AEE, 199 DPR 352 (2017) 

(SENTENCIA), el Tribunal Supremo de Puerto Rico concluyó luego de 

extrapolar los pronunciamientos sobre procesos civiles “que la validez de 

una determinación administrativa devuelta por no ser reclamada depende, 

entre otros factores, de que ‘se logr[e] demostrar que la parte remitente 

realizó esfuerzos razonables para notificar el documento en cuestión.’” 

Román Ortíz v. OGPe, supra. 

En Jones v. Flowers, 547 US 220, 229 (2006), el Más Alto Foro Federal 

resolvió que cuando el Estado tiene información que indique que su intento 
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de notificar fue inefectivo, éste tiene la obligación de proceder tal y como lo 

haría una persona realmente deseosa de informar’ a la parte afectada por la 

determinación gubernamental adversa. Román Ortíz v. OGPe, supra.  De 

esa forma, el Máximo Foro Federal, “concluyó que correspondía al 

remitente de la notificación devuelta tomar pasos adicionales para informar 

al destinatario, toda vez que la información recibida en ese caso confirmaba 

a la agencia que el destinatario no recibió la notificación y, por lo tanto, 

desconocía del procedimiento en curso y su derecho a comparecer a sus 

intereses.” Íd. 

 En síntesis, el deber de notificar “no es un mero requisito impuesto 

por las Reglas de Procedimiento Civil.” Vélez v. AAA, 164 DPR 772 (2005); 

Martínez Inc. v. Abijoe Realty Corp., 151 DPR 1, 8 (2000).  Como vimos, la 

vertiente procesal del debido proceso de ley, así lo exige. Berrios Fernández 

v. Vázquez Botet, 196 DPR 245, 250 (2016); Dávila Pollock et als. v. RF 

Mortgage, supra, pág. 94.   

-C-  

Por su parte, la rebeldía “es la posición procesal en que se coloca la 

parte que ha dejado de ejercitar su derecho a defenderse o de cumplir con 

su deber procesal.” R. Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 6ta ed. San 

Juan, Ed. LexisNexis, 2017, sec. 2701, pág. 327.  Su propósito es desalentar 

el uno de la dilación como estrategia de litigación. J. A. Cuevas Segarra, 

Tratado de Derecho Procesal Civil, 2da ed., San Juan, Pubs. JTS, 2011, T. IV, 

pág. 1340.  Este mecanismo se encuentra instaurado en nuestro derecho 

procesal civil bajo la Regla 45 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

45.   

En Puerto Rico, nuestro ordenamiento jurídico permite que el 

tribunal motu proprio o a solicitud de parte se anote rebeldía a quien no 

compareció a contestar la demanda o a defenderse como estipulan las 

reglas. Álamo v. Supermercado Grande, Inc., 158 DPR 93, 100 (2002). Lo 
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anterior, a manera de sanción. Íd.  Independientemente de que haya sido el 

tribunal o por una solicitud, el efecto de la anotación es que se dan por 

ciertos los hechos que están correctamente alegados. Regla 45 de 

Procedimiento Civil, supra.  Empero, ello no exime al foro juzgador de 

evaluar si la causa judicial presentada amerita la concesión del remedio 

solicitado. Banco Popular v. Andino Solís, supra; Alamo v. Supermercado 

Grande, Inc., supra, pág. 102.  

En ese sentido, la anotación de rebeldía, como también, la 

determinación de dejarla sin efecto, deben cumplir con ciertos criterios o 

guías. Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, 183 DPR 580, 587-588 (2011).  

No obstante, siempre ha de prevalecer un enfoque liberal en su aplicación.  

La anotación o denegatoria de una rebeldía depende de que se hayan 

satisfecho los requisitos que establece la Regla 45.1 de Procedimiento Civil, 

supra.  Íd., pág. 589.  Estos son: que la parte contra quien se reclama la 

anotación “haya dejado de presentar alegaciones o defenderse en otra 

forma” en el término provisto, y que tal “hecho se pruebe mediante una 

declaración jurada o de otro modo.” Íd.   

 De otra vertiente, “aunque la rebeldía constituye un mecanismo 

procesal discrecional para el foro de instancia, tal discreción no se sostiene 

ante el ejercicio burdo o injusto.” Íd., pág. 590.  Por ello, la Regla 45.3 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 45.3, dispone como sigue: 

El tribunal podrá dejar sin efecto una anotación de rebeldía por 
causa justificada, y cuando se haya dictado sentencia en rebeldía 
podrá asimismo dejarla sin efecto de acuerdo con la Regla 49.2 de 
este título. 

 

 Sin embargo, aunque la facultad de un foro primario para dejar sin 

efecto una anotación de rebeldía al amparo de la Regla 45.3 de 

Procedimiento Civil, supra, enmarca la existencia de justa causa según los 

parámetros impuestos por la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, 34 LPRA 

Ap. V, R. 49.2, como vimos su interpretación es liberal, por lo que cualquier 
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duda estará resolviéndose a favor de que se deje sin efecto la anotación en 

rebeldía.  Rivera Figueroa v. Joe’s European Shop, supra, pág. 592. 

-D-  

Por último, la patria potestad es el “conjunto de derechos y deberes 

que corresponde a los padres sobre la persona y el patrimonio de cada uno 

de sus hijos no emancipados, como medio de realizar la función natural que 

les incumbe de proteger y educar a la prole.” Rodríguez Mejías v. E.L.A., 

122 DPR 832 (1988), citando a, J. M. Castán Vázquez, La Patria Potestad, 

Madrid, Ed. Rev. Der. Privado, 1960, págs. 9-10.  El conjunto de deberes y 

facultades que la patria potestad le impone a los padres se proyecta en dos 

(2) aspectos: en las relaciones personales y en las patrimoniales.  Rodríguez 

Mejías v. E.L.A., supra; Torres, Ex parte, 118 DPR 469 (1987). Véase, además, 

Arts. 153 y 166 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA secs. 601 y 634.  

La patria potestad solo habrá de ejercerla el padre, la madre o ambos 

progenitores de forma conjunta.    

Esta obligación debe ser ejercida responsablemente en atención al 

mejor bienestar del menor. Vargas v. Soler, 160 DPR 790, 803 (2003). 

Entiéndase en cuanto la última expresión como, el balance entre los 

diferentes factores que pueden afectar la seguridad, salud, el bienestar 

físico, mental, emocional, educativo, social y cualesquiera otro dirigido a 

alcanzar el desarrollo óptimo del menor. Art. 3(y) de la Ley Núm. 246-2011, 

8 LPRA sec. 1101(3)(y), Ley para la Seguridad, Bienestar y Protección de 

Menores.  El procurar el bienestar del menor constituye un pilar 

fundamental de nuestra sociedad, puesto, ha sido reconocido como parte 

integral de la política pública del Gobierno de Puerto Rico. 195 DPR 157, 

169 (2016); Franco Resto v. Rivera Aponte, 187 DPR 137 (2012).   

Por su importancia, los casos donde se ventilan asuntos que afecten 

los derechos de los menores, no pueden ser tratados de forma liviana por el 

tribunal.   
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Si los padres no cumplen con su obligación de ejercerla conforme el 

mejor bienestar de la prole, los tribunales podrán intervenir para restringir, 

suspender o hasta privarlos de su derecho.  Íd.  Empero, su privación es un 

asunto público de alta importancia.  Íd.  Así pues, para que interrumpa la 

patria potestad de los progenitores, el tribunal tiene que privarlos por 

alguna de las circunstancias específicas señaladas en ley.  Esto debe a que 

el ejercicio de la patria potestad sobre los hijos se encuentra 

inexorablemente protegido por la Constitución del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico.   

Las causas, por acción u omisión por las que se puede privar, 

restringir o suspender a una persona de la patria potestas sobre su hijo son 

las siguientes: 

(1) Ocasionar o poner en riesgo sustancial de sufrir daño o 

perjuicio predecible, a la salud física, mental o emocional y 

moral del menor. 

(2) Permitir o tolerar que otra persona incurra en la causal del 

inciso (1) de esta sección. 

(3) Faltar a los deberes o dejar de ejercer las facultades según se 

disponen en el inciso (1) de la sec. 601 de este título. Estos 

deberes incluyen, sin que esto se entienda como una 

limitación, el deber de tener en su compañía al menor con 

arreglo a derecho, el de supervisar su educación y 

desarrollo, o el de proveer de forma adecuada alimentos, 

ropa, albergue, educación o cuidados de salud, con arreglo 

a su fortuna, o con los medios que el Estado o cualquier 

persona natural o jurídica le provea. Los cuidados de salud 

comprenden los tratamientos requeridos para atender 

cualquier condición de salud física, mental o emocional o 

para prevenir las mismas. No se privará de la patria 

potestad a una persona debido a la práctica legítima de sus 

creencias religiosas. Sin embargo, cuando debido a éstas 

dejare de proveerle a un menor los cuidados de salud 

específicamente prescritos, el tribunal dispondrá del 

remedio adecuado para atender la salud del menor, y, en 

casos apropiados, le privará de la custodia de jure o de facto, 

o incluso de la patria potestad según convenga a la salud 

del menor. 

(4) Faltar al deber de supervisión y cuidado del menor que se 

encuentra bajo la custodia de jure o de facto de otra persona: 

(a) Si teniendo la capacidad y los medios para 

hacerlo, no ha asumido el cuidado y la custodia 

del menor en su propio hogar. 
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(b) Si no ha aportado una cantidad razonable para 

la manutención del menor, según su capacidad 

económica. 

(c) Si no ha visitado al menor o no ha mantenido 

contacto o comunicación regularmente con el 

menor o la persona que tiene su custodia de jure 

o de facto. 

El mero hecho de estar recluido en una 
institución penal o de salud, o el de residir fuera 
de Puerto Rico, situaciones que limitan el acceso 
físico y la comunicación de un padre o madre, 
no constituirá, de por sí, una violación a lo aquí 
dispuesto, sin perjuicio de lo dispuesto en los 
incisos (3) y (6) de esta sección. 

(5) Incurrir en el abandono voluntario del menor, sin causa 

justificada y donde se requiera la intervención de 

cualquier agencia estatal o municipal, o del tribunal, o 

de cualquier otra persona, porque haya dejado de 

cumplir su obligación de padre o madre. Se presumirá 

el abandono cuando el menor sea hallado en 

circunstancias que hagan imposible conocer la 

identidad de sus padres o cuando, conociéndose su 

identidad, se ignore su paradero a pesar de las gestiones 

realizadas para localizarlos y dichos padres no reclaman 

al menor dentro de los treinta (30) días siguientes a 

haberse hallado al menor. 

(6) Explotar al menor obligándolo a realizar cualquier acto 

con el fin de lucrarse o de recibir algún otro beneficio. 

(7) No cumplir con el plan de servicios para reintegrar un 

menor a su hogar, efectivamente ofrecido y brindado 

por la agencia estatal encargada de la protección de 

menores, o por otra persona designada por dicha 

agencia, para padres de menores que el Estado ha tenido 

que privar de la custodia de jure o de facto. Para privar 

a una persona de la patria potestad al amparo de este 

inciso, el tribunal deberá determinar que las condiciones 

que llevaron a la separación del menor del hogar de sus 

padres subsisten o existen condiciones similares que 

representan un serio riesgo para el bienestar del menor. 

(8) Incurrir en conducta que, de procesarse por la vía 

criminal, constituiría los delitos que se enumeran a 

continuación: 

(a) Maltrato y negligencia a menores, secs. 1174 y 

1175 del Título 8, conocidas como “Ley para la 

Seguridad, Bienestar y Protección de Menores”, 

o cualquier legislación especial futura 

relacionada con la protección a menores. 

(b) Asesinato, homicidio u homicidio involuntario y 

la tentativa de éstos, secs. 5142, 5144 y 5145 del 

Título 33, conocidas como “Código Penal de 

Puerto Rico.” 

(c) Delitos contra la integridad corporal, secs. 5161 

a 5163 del Título 33, según enmendada, 

conocidas como “Código Penal de Puerto Rico.” 
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(d) Incumplimiento de la obligación alimentaria, 

sec. 5176 del Título 33, conocida como “Código 

Penal de Puerto Rico.” 

(e) Abandono de menores, sec. 5177 del Título 33, 

conocida como “Código Penal de Puerto Rico.” 

(f) Secuestro de menores y secuestro agravado, 

secs. 5179 y 5224 del Título 33, conocidas como 

“Código Penal de Puerto Rico.” 

(g) Privación ilegal de custodia, sec. 5180 del Título 

33, conocida como “Código Penal de Puerto 

Rico.” 

(h) Adopción a cambio de dinero, sec. 5181 del 

Título 33, conocida como “Código Penal de 

Puerto Rico.” 

(i) Corrupción de menores, sec. 5182 del Título 33, 

conocida como “Código Penal de Puerto Rico.” 

(j) Seducción de menores a través de la Internet o 

medios electrónicos, sec. 5183 del Título 33, 

conocida como “Código Penal de Puerto Rico.” 

(k) Agresión sexual, sec. 5191 del Título 33, 

conocida como “Código Penal de Puerto Rico.” 

(l) Incesto, sec. 5192 del Título 33, conocida como 

“Código Penal de Puerto Rico.” 

(m) Actos lascivos, sec. 5194 del Título 33, conocida 

como “Código Penal de Puerto Rico.” 

(n) Exposiciones obscenas, sec. 5197 del Título 33, 

conocida como “Código Penal de Puerto Rico.” 

(o) Proxenetismo, rufianismo y comercio de 

personas agravado, sec. 5203 del Título 33, 

conocida como “Código Penal de Puerto Rico.” 

(p) Obscenidad y la pornografía infantil, secs. 5204 

a 5213 del Título 33, conocidas como “Código 

Penal de Puerto Rico.” 

(q) Restricción a la libertad agravada, sec. 5221 del 

Título 33, conocida como “Código Penal de 

Puerto Rico.” 

(r) Maltrato, maltrato agravado, maltrato mediante 

amenaza, maltrato mediante restricción de la 

libertad, y la agresión sexual conyugal, secs. 631 

a 635 del Título 8, conocidas como “Ley para la 

Prevención e Intervención con la Violencia 

Doméstica.” 

Ninguna determinación de un tribunal al amparo de 

este inciso afectará un proceso criminal subsiguiente 

por los mismos hechos. 

(9) Haber sido convicto por alguno de los delitos 

enumerados en el inciso (8) de esta sección. Art. 166a del 

Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 634a. 

 

A base de los preceptos jurídicos expuestos, analizamos la 

controversia ante nuestra consideración.  
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III.  

En su recurso, el peticionario expone que, el foro primario le 

transgredió su derecho a un debido proceso de ley al anotarle rebeldía y al 

pautar una vista sobre privación de patria potestad aun cuando no había 

sido un remedio solicitado por la recurrida.  Afirma quedó demostrado de 

manera incontrovertida el hecho de que no recibió las notificaciones del 

TPI.  Señala que la recurrida advirtió al foro primario de los problemas 

suscitados con las notificaciones.  Alega que el foro primario despachó 

livianamente sus argumentos en torno al levantamiento de la anotación de 

rebeldía.  Indica que no actuó de mala fe ni de forma contumaz.  Es su 

posición, que ante ese cuadro fáctico no procedía la anotación de rebeldía. 

De otra parte, el señor Figueroa Lugo reitera que en este caso no se 

dan ninguna de las causales por la que pueda ser privado de ostentar la 

patria potestad del menor AFP.  Puntea que el bienestar de su hijo no se ha 

visto afectado, puesto; paga pensión alimentaria, el plan médico del menor, 

ciertos aspectos suplementarios a la educación del niño y el Colegio donde 

este estudia.  Arguye que en ningún momento la señora Piedrahita Castaño 

solicitó la privación de la patria potestad, si no, que fuera compartida.  

Entiende que no procede la vista sobre privación de patria potestad.  

Concibe que el mantener la determinación del TPI constituye un fracaso a 

la justicia. 

Entretanto, en su oposición, la señora Piedrahita Castaño sostiene 

que la decisión recurrida fue realizada conforme la Regla 45.1 de 

Procedimiento Civil, toda vez, que el peticionario no mostró justa causa por 

la cual debía levantarse la anotación de rebeldía.  Es su contención que esa 

determinación es la adecuada. Aduce que el señor Figueroa Lugo no puso 

en posición al foro primario de examinar cuáles eran las condiciones de 

salud que le impedían (1) hacer su alegación responsiva, (2) solicitar tiempo 

adicional o (3) contratar representación legal dentro del término así 
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dispuesto. Sustenta que el peticionario no es una persona que desconoce 

del sistema judicial porque es abogado y conoce como se llevan a cabo los 

procedimientos dentro de nuestro ordenamiento jurídico. Sostiene que la 

presentación de este recurso afecta el mejor bienestar del menor ya que, 

dilata el proceso a nivel de primera instancia.   

Respecto a la patria potestad, la señora Piedrahita Castaño alega que 

existen controversias sobre asuntos relacionados al menor que le impiden 

ejercerla de manera adecuada, razón por la que solicitó la intervención del 

TPI.  Difiere del peticionario en cuanto a que hay una intención de privarle 

el ejercer la patria de potestad en rebeldía. A su vez, afirma que en el 

presente caso no están presente ninguno de los criterios contemplados por 

le Regla 40 de nuestro Reglamento.  En lo particular, es su postura que aquí 

no hay un fracaso a la justicia.  Es su interpretación que en este caso el foro 

primario actuó sin perjuicio, de forma imparcial y no cometió error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba disponible al momento de tomar 

su determinación.  

En nuestra jurisdicción, las partes están protegidas por unos 

derechos de espectro constitucional.  Esto provoca ciertas garantías a favor 

de quienes comparecen ante las cortes puertorriqueñas en búsqueda de 

solucionar su controversia.  A base de ello y con el fin de que exista un 

efectivo funcionamiento del sistema judicial, así como una alígera 

disposición de los asuntos litigiosos que se encuentran ante la consideración 

del foro juzgador, le ha sido concedido a los magistrados de primera 

instancia gran flexibilidad y discreción para tramitar los asuntos judiciales.  

Por tal razón, les ha sido reconocido “poder y autoridad suficiente para 

conducir los asuntos litigiosos ante su consideración y para aplicar 

correctivos apropiados en la forma y manera que se buen juicio les 
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indique.”1  Sin embargo, esa facultad no ostenta en un vacío, por el 

contrario, han sido demarcados ciertos parámetros para evaluar las 

actuaciones del juzgador que tiene el caso en una primera instancia.  

Prevalecerá su criterio, si del examen de los hechos hay base razonable que 

no resulta perjudicial a los derechos sustanciales de una parte.2  

Como vimos, a la señora Piedrahita Castaño incoar su contención 

judicial mencionó dos (2) direcciones, una postal y otra residencial.  

Empero, al hacer el proyecto de emplazamiento solo incluyó la dirección 

postal del peticionario.  Fue por ello, que solicitó una enmienda y proyecto 

de expedición de emplazamiento para que este contuviese la dirección 

residencial del señor Figueroa Lugo.  El 5 de octubre de 2020, fue 

diligenciado personalmente el emplazamiento a la dirección residencial del 

peticionario.  Posteriormente, la recurrida advirtió que las notificaciones 

que le enviaba al señor Figueroa Lugo le están siendo remitidas devueltas 

por lo que inquirió que le fuesen notificadas a ambas direcciones.  En lo 

específico, la referente a la dirección postal contaba con la siguiente nota 

«Return to sender / No such number / Unable to forward / Return to sender».  

Respecto a otra notificación, surge esta nota «Return to sender / Unclaimed / 

Unable to forward / Return to sender».  De esta última, no se desprende si fue 

notificada a la dirección postal o a la residencial porque el servicio postal 

puso el matasellos sobre la información del destinatario.  El TPI autorizó 

que las notificaciones del peticionario se hiciesen a las dos (2) direcciones 

provistas por la señora Piedrahita Castaño.   

Ahora bien, dos días antes de que venciere el plazo para radicar su 

alegación responsiva, el peticionario solicitó por derecho propio una 

prórroga y el TPI le concedió veinte (20) días para ello.  Esta, solo fue 

notificada a la dirección postal del señor Figueroa Lugo y, como vimos, el 

 
1 In re Collazo I, 159 DPR 141, 150 (2003); Ortiz Rivera v. Agostini, 92 DPR 187, 193-194 
(1965). 
2 Sierra v. Tribunal Superior, 81 DPR 554, 572 (1959). 
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servicio postal devolvió la correspondencia al TPI porque la dirección era 

insuficiente. Igualmente, la anotación de rebeldía fue notificada a la 

dirección postal del señor Figueroa Lugo.  Esta, también fue devuelta a la 

Secretaría del foro primario ya que la dirección resultaba insuficiente3.  

La notificación forma parte de los elementos que conforman la 

vertiente procesal del debido proceso de ley.  Esta, por ser de orden lógico 

se encuentra como el primer paso para que el proceso sea adecuado.  El 

mero cumplimiento con los requisitos prudenciales y estatutarios no 

alcanzan las exigencias constitucionales en las que se encarna el debido 

proceso de ley.  Los tribunales al enfrentarse frente a este tipo de situación 

no pueden hacer un análisis autómata, si no deben escudriñar las 

circunstancias por las que fue devuelta la notificación.  La falta de una 

notificación correcta incide de forma consustancial con la garantía 

constitucional que consagra el debido proceso de ley.   

En el caso que nos ocupa, el foro primario no le garantizó al 

peticionario la acepción básica del debido proceso de ley.  Esto es, una 

notificación adecuada y correcta.  Tampoco se cercioró de las circunstancias 

por las que había sido devueltas las notificaciones previo a anotarle el 

mecanismo de rebeldía.  Sabido es, que la Regla 45.3 de Procedimiento 

Civil, supra, le concede discreción al juez para determinar si levanta o no la 

rebeldía.  Empero, esta faculta discrecional no se da en un abstracto y en 

abstracción de la norma vigente. Por ello el foro primario debió levantar la 

anotación de rebeldía y autorizar la presentación de la alegación responsiva 

según solicitado por el peticionario.  Además, no surge de los escritos que 

acompañan los apéndices de las partes que haya sido solicitada por la 

recurrida que le fuese privada la patria potestad al señor Figueroa Lugo ni 

 
3 Véase, Moción para Suplementar Apéndice de Petición de Certiorari con Documentos Relevantes 
a los Señalamientos de Error Entrados a SUMAC por la Secretaría del TPI Posterior a la 
Presentación de la Petición presentada el 19 de marzo de 2021 por la parte peticionaria págs. 
201-202. 
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encontramos en la totalidad del expediente que existiere alguno de los 

incisos que dan paso para proceder con la suspensión o privación de la 

patria potestad. 

En suma, el foro primario incidió en el ejercicio de su discreción al 

promover y ordenar una vista sobre privación de patria potestad cuando 

del legajo apelativo no se encuentran alegaciones fehacientes constitutivos 

de una acción de privación de patria potestad por lo que la vista a celebrarse 

deberá atender las peticiones pendientes sobre la patria potestad 

compartida del menor AFP dentro de un debido proceso de ley.   

IV.  

Por los fundamentos expuestos, se expide el auto solicitado y se 

REVOCA la determinación recurrida.  En consecuencia, se levanta la 

anotación de rebeldía, y devolvemos el caso para que proceda el Tribunal 

de Primera Instancia a continuar con los procedimientos según lo aquí 

resuelto. 

Notifíquese inmediatamente.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


